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Procedimiento ordinario / Prozedura arrunta 741/2021 - I 
 
 

 

S E N T E N C I A N.º 187/2022 
 

MAGISTRADO(A) QUE LA DICTA:      
 

Lugar: Vitoria-Gasteiz 
Fecha: once de mayo de dos mil veintidós 

 
PARTE DEMANDANTE:  

Abogado/a:  
Procurador/a:  

 
PARTE DEMANDADA VODAFONE SERVICIOS S.L.U. 
Abogado/a:  
Procurador/a:  

 
OBJETO DEL JUICIO: DERECHOS DE LA PERSONA: OTRAS CUESTIONES 

 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 

Primero.- Por el Procurador , en la representación indicada y mediante 

escrito que por turno de reparto correspondió a este Juzgado se presentó demanda de proceso 

ordinario con fecha 20 de mayo de 2021 en la que tras relatar los hechos y alegar los 

fundamentos de derecho en que se basaba terminó suplicando al Juzgado que admitiera a trámite 

la demanda y que tras los trámites legales oportunos dictara sentencia por la que se condene al 

demandado: 

 

1.- Se declare que la mercantil demandada VODAFONE SERVICIOS SL ha cometido una 

intromisión ilegítima en el honor del demandante, , al mantener sus 

datos indebidamente registrados en el fichero de morosos ASNEF y en el EXPERIAN 

condenándolo a estar y pasar por ello. 
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2.- Se condene a la mercantil demandada VODAFONE SERVICIOS SL, al pago de la 

cantidad de 12.000 euros al demandante, , en concepto de 

indemnización por daños morales por vulneración de su derecho al honor; o, subsidiariamente, la 

cuantía que SSª, estime pertinente atendiendo a las circunstancias del caso, dado que la 

cuantificación del derecho al honor es un concepto de difícil precisión, respetando siempre el 

criterio establecido por el TS de que las indemnizaciones no pueden ser simbólicas. 

 

3.- Se condene a la demandada a hacer los trámites necesarios para la exclusión de los datos 

de  del fichero ASNEF y del EXPERIAN, para el caso de que al 

momento de dictar la sentencia todavía se encontrara incluido. 

 

4.- Se condene a la demandada VODAFONE SERVICIOS SL al pago de los intereses 

legales correspondientes desde la interposición de la demanda y costas derivadas de este proceso, 

por haber litigado con temeridad. 

 
Segundo.- Admitida a trámite la demanda por decreto de fecha 9 de junio de 2021, se 

emplazó al demandado y al Ministerio Fiscal. En nombre y representación de la entidad 

VODAFONE SERVICIOS SLU, compareció la Procuradora , quien 

presentó escrito de contestación a la demanda en la que tras relatar los hechos y alegar los 

fundamentos de derecho en que se basaba terminó suplicando al Juzgado que admitiera a trámite 

la demanda y que tras los trámites legales oportunos dictara sentencia en la que se absuelva a los 

demandados de los pedimentos que contra ellos se formulan, con expresa imposición de las 

costas causadas a la parte demandante. 

 

El Ministerio Fiscal se personó en autos y solicitó tener por contestada la demanda 

deducida en los mismos para en su día, tras la ulterior tramitación correspondiente y práctica de 

prueba, dictar sentencia ajustada a derecho. 

 

Tercero.- Celebrada en fecha 10 de noviembre de 2021 la audiencia previa, y tras intentar 

la conciliación sin éxito, no se impugnó ninguno de los documentos ni dictámenes aportados, se 

fijaron los hechos controvertidos y los admitidos, y se intentó una nueva conciliación, también 

sin éxito. 

 

Por la parte actora se propusieron como medios de prueba: documental y oficios. 

 
Por la parte demandada se propusieron los siguientes medios de prueba: documental y 

oficios. 

 
Todos los medios de prueba fueron admitidos. 

 
Cuarto.- Mediante diligencia de fecha 29 de marzo de 2022 se declararon las actuaciones 

vistas para sentencia. 

 
Quinto.- En la tramitación del presente procedimiento se han observado las prescripciones 

legales. 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

 

 

Primero.- Se ejercita por la parte actora acción dirigida a obtener la tutela del derecho 

fundamental al honor, mediante demanda de juicio ordinario en la que, en síntesis, se alega que 

el demandante, , de profesión autónomo, lleva un tiempo observando las 

dificultades que tiene para la contratación de determinados servicios financieros; que a finales 

del año 2020, se le deniega la tarjeta en WIZINK, sin concretarle los motivos; que buscando 

información acerca de la causa por la que tiene estas dificultades, pudo comprobar que sus datos 

se hallaban incluidos en el fichero ASNEF por VODAFONE SERVICIOS SLU, por el importe 

de 197,49 euros y con fecha de alta el día 25 de noviembre de 2020; que al  no se le 

notificó nunca con anterioridad que sus datos fueran a incluirse en un fichero de solvencia, ni que 

se hubiesen incluido; 

 

Que el  fue en su día cliente de VODAFONE, pero tuvo discrepancias desde 

un primer momento y así se hizo saber; que tenía contratado con ellos una oferta del 50 % de 

descuento durante 12 meses sobre el paquete One, más un terminal; que, en enero de 2019, el  

 realiza diversas reclamaciones por errores en la facturación y porque no le entregaban 

el teléfono que le habían ofertado; que posteriormente, procedió a dar de alta 3 líneas con 

portabilidad, fibra y teléfono fijo, pero que al leerle el contrato no coincidía con el precio final 

concertado; que solicita que se le envíe el contrato, pero como nunca llega procede a cancelar el 

alta de las 3 líneas; que pasado el tiempo, todavía no había recibió la terminal ofertada en un 

primer momento; que transcurrido el tiempo, VODAFONE seguía sin facturar según lo pactados; 

que ante esta situación, el  decide cambiarse de compañía, sin dejar cantidad alguna 

adeudada; que tras darse de baja, VODAFONE, le envía un SMS a efectos de que proceda a la 

entrega de los aparatos; que lleva los aparatos al lugar que se le indica, y no se los recogen; que 

se le ha requerido en numerosas ocasiones a efectos de esclarecer la deuda que dicen que tiene y 

para que sea eliminado del fichero ASNEF, haciendo caso omiso. 

 

La parte demandada se opone a las pretensiones de la parte actora manifestando, de forma 

resumida, que la deuda del  se generó por las últimas facturas impagadas y en la 

última se le cobra la no devolución del terminal en préstamo, el router; que no es cierto que se 

negaran a recoger el router, sino que se le dijo que acudiera a otra tienda VODAFONE; que en la 

factura se incluye el importe por prestación de servicios así como el importe por no devolución 

del router; que frente a esa facturación el  no mostró discrepancia alguna ni ha 

mostrado su divergencia sino hasta este momento. 

 

Que VODAFONE requirió de pago y preavisó el  a través de EQUIFAX y 

EXPERIAN. Y que, en todo caso, la indemnización solicitada resulta excesiva. 

Segundo.- Como doc. nº 2 de la demanda se aporta certificado de EQUIFAX en el que se 

recoge que la actora está incluida en el fichero de morosidad por una deuda pendiente. La fecha 

de alta es de 25 de noviembre de 2020 y los es por el importe indicado de 197,49 euros. 

Como doc. nº 2 y siguiente se aportan varias facturas. El doc. 2.4 contiene la factura del 

período de 22 de enero de 2020 hasta el 21 de febrero de 2020, por un importe de 117,48 euros. 

El doc. 2.5 contiene la factura del período 22 de febrero de 2020 a 14 de marzo de 2020, donde 
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se deja constancia de que existe una deuda de 117,48 euros, a la que debe añadirse la suma de 

80,01 euros (indemnización por equipo no devuelto). En total, la cantidad de 197,49 euros. 

Como doc. nº 3 se aporta un certificado de SERVINFORM SA, en el que se hace constar 

que actúa como prestador del servicio de requerimientos pago, entre otras funciones, y se dice 

que en fecha 24 se septiembre de 2020, se recibió por parte de EQUIFAX un fichero por el que 

se generó una comunicación dirigida al , la misma fue enviada el día 28 de 

septiembre. En la referida comunicación por parte de la entidad VODAFONE, se deja constancia 

de que tiene una deuda de 197,49 euros y de que se le va a incluir en un fichero ASNEF. En el 

acto de la audiencia previa, se presenta por la entidad EXPERIAN un certificado en el que se 

hace constar el requerimiento de pago y su inclusión en fecha 30 de noviembre de 2020. 

Igualmente, mediante oficio remitido a la entidad EQUIFAX, se contesta que el  fue 

notificado de la inclusión en el fichero ASNEF mediante emisión de comunicación de fecha 26 

de noviembre de 2020. No obstante, en la misma contestación al oficio y a preguntas de la 

demandante, afirma que estas comunicaciones se llevan a cabo mediante correo ordinario. 

Por la entidad Experian (f. 169) se certifica que se envió una notificación al  

en fecha 19 de enero de 2021 de su inclusión en el fichero; que las notificaciones se llevan a cabo 

por correo ordinario, y que no se dispone de documento que pruebe la fecha de recepción ni de la 

persona que la recibe, solo del envío y de si la notificación ha sido devuelta o no. 

Tercero.- La SAP, sección 2, de 4 de noviembre de 2020 (ROJ: SAP GI 1677/2020) indica 

lo siguiente: “La sentencia del Tribunal Supremo de 25 de abril de 2.019, parte de un principio 

claro: 

" 1.- La atribución a una persona de la condición de " moroso", y la comunicación de esta 

circunstancia a terceras personas, afecta al honor de la persona a la que se realiza la imputación, 

porque existe una valoración social negativa de las personas incluidas en estos registros y porque 

la imputación de ser " moroso" lesiona la dignidad de la persona, menoscaba su fama y atenta a 

su propia estimación. Así lo venimos afirmando desde la sentencia 284/2009, de 24 de abril, del 

pleno de la sala ". 

Y añade: 

" 2.- El art. 2.2 de la Ley Orgánica 1/1982 , sobre protección civil del derecho al honor, a la 

intimidad personal y familiar y a la propia imagen (en lo sucesivo, Ley Orgánica 1/1982), prevé 

que "no se apreciará la existencia de intromisión ilegítima en el ámbito protegido cuando 

estuviere expresamente autorizada por Ley...". De ahí que la actuación "autorizada por la ley" 

excluya la ilegitimidad de la afectación del derecho al honor provocada por la comunicación de 

los datos personales del supuesto " moroso" a un fichero sobre incumplimiento de obligaciones 

dinerarias. 

3.- El cumplimiento de la normativa que regula la protección de datos de carácter personal es, 

por tanto, determinante para decidir si, en el caso de inclusión de los datos de una persona física 

en un registro de morosos, la afectación del derecho al honor constituye o no una intromisión 

ilegítima. Si el tratamiento de los datos ha sido acorde con las exigencias de dicha legislación (es 

decir, si el afectado ha sido incluido correctamente en el registro de morosos), no puede 
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considerarse que se haya producido una intromisión ilegítima porque la afectación del honor 

estaría "expresamente autorizada por la Ley"... 

6.- Como regla general, el tratamiento de los datos de carácter personal requiere el 

consentimiento inequívoco del afectado ( art. 6.1 LOPD , 7.a de la Directiva y 8.2 de la Carta de 

Derechos Fundamentales de la Unión Europea). Como excepción, dicho tratamiento puede 

realizarse sin el consentimiento del afectado cuando ello sea necesario para la satisfacción del 

interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que 

se comuniquen los datos, siempre que la ley lo disponga ( art. 6.1 LOPD ) y no prevalezca el 

interés o los derechos y libertades fundamentales del interesado ( art. 7.f de la Directiva), lo que 

encaja en el "otro fundamento legítimo previsto por la ley", como justificación del tratamiento de 

los datos, alternativa al consentimiento de la persona afectada, previsto en el art. 8.2 de la Carta 

de Derechos Fundamentales de la Unión Europea . 

7.- Si, como es el caso de los "registros de morosos", la inclusión de datos personales en el 

fichero se hace excepcionalmente sin el consentimiento del afectado y si, además, por la 

naturaleza del fichero, la inclusión en él de los datos personales del afectado puede vulnerar, 

junto con el derecho del art. 18.4 de la Constitución , otros derechos fundamentales y causar 

graves daños morales y patrimoniales a los afectados, no pueden rebajarse las exigencias en 

cuanto a calidad de los datos ni establecerse restricciones u obstáculos adicionales de los 

derechos de información, oposición, cancelación y rectificación que le reconocen con carácter 

general el Convenio, la Directiva y la LOPD, por cuanto que ello supondría restringir de un 

modo injustificado el derecho de control sobre los propios datos personales que los citados 

preceptos constitucionales, convencionales internacionales y comunitarios, reconocen a todo 

ciudadano. 

El mismo criterio guía la sentencia de 23 de octubre de 2.019 . 

SEXTO. En lo que atañe a los requisitos para que la inclusión en el registro de morosos se 

pueda considerar justificada, la jurisprudencia alude, por un lado, al previo requerimiento de 

pago al deudor así como al aviso de que puede ser incluido en el registro y, por otro, a la 

exigibilidad de la deuda que provoca la inclusión. 

SÉPTIMO. En cuanto al primero, la indicada sentencia argumenta: 

"8.- No es, por tanto, correcta la falta de trascendencia que, respecto de la acción de protección 

del honor ejercitada, la sentencia recurrida ha atribuido al incumplimiento del requisito 

establecido en los arts. 38.1.c y 39 del Reglamento, consistente en que, para incluir en estos 

ficheros de morosos los datos de carácter personal determinantes para enjuiciar la solvencia 

económica del afectado, es preciso que previamente se haya requerido de pago al deudor y se le 

haya informado que, de no producirse el pago, los datos relativos al impago podrán ser 

comunicados al registro de morosos. Ni es correcto afirmar que la vulneración del derecho al 

honor se produce exclusivamente cuando se comunican al registro de morosos los datos relativos 

a una deuda inexistente, por cuanto que, como hemos declarado reiteradamente, los ficheros 

automatizados del art. 29 LOPD no son meros registros de deudas. 

9.- En la sentencia 740/2015, de 22 diciembre , hemos declarado que el requisito del 

requerimiento de pago previo no es simplemente un requisito "formal", de modo que su 

incumplimiento solo pueda dar lugar a una sanción administrativa. El requerimiento de pago 
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previo es un requisito que responde a la finalidad del fichero automatizado sobre incumplimiento 

de obligaciones dinerarias, que no es simplemente un registro sobre deudas, sino sobre personas 

que incumplen sus obligaciones de pago porque no pueden afrontarlas o porque no quieren 

hacerlo de modo injustificado. Con la práctica de este requerimiento se impide que sean incluidas 

en estos registros personas que, por un simple descuido, por un error bancario al que son ajenas, 

o por cualquier otra circunstancia de similar naturaleza, han dejado de hacer frente a una 

obligación dineraria vencida y exigible sin que ese dato sea pertinente para enjuiciar su 

solvencia. Además, les permite ejercitar sus derechos de acceso, rectificación, oposición y 

cancelación. 

En el mismo sentido se ha pronunciado, entre otras, las sentencias del indicado Tribunal de 14 de 

julio de 2020 y de 23 de octubre de 2.019.” 

Atendiendo a esta doctrina es necesario la previa comunicación y la idea de este requisito 

no es que el acreedor le comunique la deuda, sino que el deudor tenga conocimiento de la deuda 

y de las consecuencias del impago, en este caso, de su inclusión en un archivo de morosos. Por 

otra parte, antes de la inclusión en un archivo de este tipo, por las consecuencias gravosas que 

suponen para el moroso, el acreedor debe cerciorarse por todos los medios de la recepción de la 

notificación y la falta de justificación del pago. 

En el caso de autos, lo único que se acredita por el demandado es que se emitió tal 

comunicación, pero no se acredita que llegara a su domicilio. 

Finalmente, no cabe hablar de una deuda vencida, líquida y exigible, y ello porque existía 

controversia respecto de uno de los conceptos, cual es, el router a devolver, que según el 

demandante lo hizo como dijo el demandado, y el demandado afirma lo contrario. Lo cierto es 

que hubo una reclamación en consumo, y de esa reclamación tuvo conocimiento la entidad 

demandada. Entiendo que es suficiente para entender que una deuda no es conforme. 

Por tanto, se ha vulnerado su derecho al honor al haberse incumplido la ley de protección 

de datos. 

Cuarto.- La Sentencia de la Audiencia Provincial de Lleida, Sección 2, de 22 de enero de 

2021 (ROJ: SAP L 50/2021) indica lo siguiente: “(i) El artículo 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, 

en su redacción anterior a la reforma operada por la Ley Orgánica 5/2010, que entró en vigor a 

partir del 23 de diciembre de 2010 y que es la aplicable dada la fecha de los hechos, dispone que 

"La existencia de perjuicio se presumirá siempre que se acredite la intromisión ilegítima. La 

indemnización se extenderá al daño moral que se valorará atendiendo a las circunstancias del 

caso y a la gravedad de la lesión efectivamente producida, para lo que se tendrá en cuenta en su 

caso, la difusión o audiencia del medio a través del que se haya producido. También se valorará 

el beneficio que haya obtenido el causante de la lesión como consecuencia de la misma". Esta 

sala ha declarado en STS de 5 de junio de 2014, rec. núm. 3303/2012, que dada la presunción 

iuris et de iure ,esto es, no susceptible de prueba en contrario, de existencia de perjuicio 

indemnizable, el hecho de que la valoración del daño moral no pueda obtenerse de una prueba 

objetiva no excusa ni imposibilita legalmente a los tribunales para fijar su cuantificación, "a cuyo 

efecto ha de tenerse en cuenta y ponderar las circunstancias concurrentes en cada caso ( 

sentencias de esta sala núm. 964/2000, de 19 de octubre , y núm. 12/2014, de 22 de enero )". Se 

trata, por tanto, "de una valoración estimativa, que en el caso de daños morales derivados de la 

vulneración de un derecho fundamental del art. 18.1 de la Constitución, ha de atender a los 
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parámetros previstos en el art. 9.3 de la Ley Orgánica 1/1982, de acuerdo con la incidencia que 

en cada caso tengan las circunstancias relevantes para la aplicación de tales parámetros, 

utilizando criterios de prudente arbitrio". 

(ii) También ha afirmado la sala que no son admisibles las indemnizaciones de carácter 

meramente simbólico. 

Como declara la sentencia de esta Sala núm. 386/2011, de 12 de diciembre, "según la 

jurisprudencia de esta sala (SSTS de 18 de noviembre de 2002 y 28 de abril de 2003) no es 

admisible que se fijen indemnizaciones de carácter simbólico, pues al tratarse de derechos 

protegidos por la CE como derechos reales y efectivos, con la indemnización solicitada se 

convierte la garantía jurisdiccional en un acto meramente ritual o simbólico incompatible con el 

contenido de los artículos 9.1, 1.1. y 53.2 CE y la correlativa exigencia de una reparación acorde 

con el relieve de los valores e intereses en juego ( STC 186/2001 , FJ 8) " ( STS 4 de diciembre 

2014, rec. núm. 810/2013 ). 

(iii) La inclusión de los datos de una persona en un registro de morosos sin cumplirse los 

requisitos establecidos por la LORD, sería indemnizable en primer lugar la afectación a la 

dignidad en su aspecto interno o subjetivo, y en el externo u objetivo relativo a la consideración 

de las demás personas. 

Para valorar este segundo aspecto afirma la sentencia núm. 81/2015, de 18 de febrero, que ha de 

tomarse en consideración la divulgación que ha tenido tal dato, pues no es lo mismo que sólo 

hayan tenido conocimiento los empleados de la empresa acreedora y los de las empresas 

responsables de los registros de morosos que manejan los correspondientes ficheros, a que el 

dato haya sido comunicado a un número mayor o menor de asociados al sistema que hayan 

consultado los registros de morosos. 

También sería indemnizable el quebranto y la angustia producida por las gestiones más o menos 

complicadas que haya tenido que realizar el afectado para lograr la rectificación o cancelación de 

los datos incorrectamente tratados. 

Si se pone en relación el quantum a indemnizar con la escasa trascendencia, por ser pequeña la 

deuda, tenemos declarado (sentencia 81/20115 de 18 de febrero ) que no puede aceptarse el 

argumento de que la inclusión de datos sobre una deuda de pequeña entidad en un registro de 

morosos no supone una intromisión ilegítima en el derecho al honor de una trascendencia 

considerable (y por tanto no puede dar lugar más que a una pequeña indemnización) porque 

claramente muestra que no responde a un problema de solvencia sino a una actuación incorrecta 

del acreedor. La inclusión en registros de morosos por deudas de pequeña cuantía es correcta y 

congruente con la finalidad de informar sobre la insolvencia del deudor y el incumplimiento de 

sus obligaciones dinerarias. 

Por tanto, la escasa cuantía de la deuda no disminuye la importancia del daño moral que le causó 

a la demandante la inclusión en los registros de morosos. 

Tampoco cabe tener en cuenta que no conste que la citada inclusión le haya impedido a la 

recurrente acceder a créditos o servicios. 
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Precisamente la información sobre incumplimiento de obligaciones dinerarias que se incluye en 

estos registros va destinada justamente a las empresas asociadas a dichos ficheros, que no solo 

les comunican los datos de sus clientes morosos, sino que también los consultan cuando alguien 

solicita sus servicios para evitar contratar y conceder crédito a quienes no cumplen sus 

obligaciones dinerarias". 

Finalmente, también señala la STS 512/2017, de 21 de septiembre, que una indemnización 

simbólica, en función de las circunstancias que concurren, tiene un efecto disuasorio inverso. Y 

asi se dice en ella que "No disuade de persistir en sus prácticas ilícitas a las empresas que 

incluyen indebidamente datos personales de sus clientes en registros de morosos, pero sí disuade 

de entablar una demanda a los afectados que ven vulnerado su derecho al honor puesto que, con 

toda probabilidad, la indemnización no solo no les compensará el daño moral sufrido, sino que es 

posible que no alcance siquiera a cubrir los gastos procesales si la estimación de su demanda no 

es completa.” 

Teniendo en cuenta la doctrina expuesta, se deben tener en cuenta las siguientes 

circunstancias: el tiempo en el fichero y las visualizaciones. Debe advertirse que ya se ha 

producido la baja. 

En el fichero ASNEF EQUIFAX, desde el día 25 de diciembre hasta el día 6 de julio de 

2021, y tuvo las siguientes visualizaciones:  

. 

En el fichero EXPERIAN BADEXCUG estuvo desde el día 17 de enero de 2021 hasta el 

día 6 de julio de 2021. No se aportan visualizaciones. 

Por otra parte, no se presenta documentación acreditativa de algún perjuicio económico 

concreto, pues el tema de la tarjeta WIZINK fue anterior a que visualizaran los datos, e 

igualmente, el demandante era conocedor de que existía un conflicto con la entidad 

VODAFONEA, y no solo por el router sino por otras facturas devengadas durante el mes de 

enero. 
 

Por tanto, entiendo prudente la concesión de 6.000 euros. 

Quinto.- En cuanto a las costas, estimándose parcialmente la demanda, no cabe especial 

pronunciamiento sobre costas. 

 
Vistos los artículos legales citados y demás de pertinente y general aplicación, 

 
 

FALLO 
 

ESTIMO parcialmente la demanda formulada por el Procurador , en 

nombre y representación de , frente a la entidad VODAFONE 

SERVICIOS SL y, en su virtud, 



Euskal Autonomia Erkidegoko Justizia 

Administrazioaren Ofizio Papera 
Papel de Oficio de la Administración de Justicia en la 

Comunidad Autónoma del País Vasco 

 

 

 

1.- Declaro que la mercantil demandada VODAFONE SERVICIOS SL ha cometido una 

intromisión ilegítima en el honor del demandante, , al mantener sus 

datos indebidamente registrados en el fichero de morosos ASNEF y en el EXPERIAN. 

 

2.- Condeno a la mercantil demandada VODAFONE SERVICIOS SL, al pago de la 

cantidad de 6.000 euros al demandante,   , en concepto de 

indemnización por daños morales por vulneración de su derecho al honor. 

 

3.- Sin pronunciamiento sobre costas. 

 

 
 

MODO DE IMPUGNACIÓN: mediante recurso de APELACIÓN ante la Audiencia 

Provincial de ALAVA (artículo 455 LEC). El recurso se interpondrá por medio de escrito 

presentado en este Juzgado en el plazo de VEINTE DÍAS hábiles contados desde el día 

siguiente de la notificación, debiendo exponer las alegaciones en que se base la impugnación, 

además de citar la resolución apelada y los pronunciamientos impugnados (artículo 458.2 LEC). 

 
Para interponer el recurso será necesaria la constitución de un depósito de 50 euros, 

sin cuyo requisito no será admitido a trámite. El depósito se constituirá consignando dicho 

importe en la cuenta de depósitos y consignaciones que este juzgado tiene abierta en el  

 con el número , indicando en el campo concepto del resguardo 

de ingreso que se trata de un “Recurso” código 02-Apelación. La consignación deberá ser 

acreditada al interponer el recurso (DA 15.ª de la LOPJ). 

 

Están exentos de constituir el depósito para recurrir los incluidos en el apartado 5 de la 

disposición citada y quienes tengan reconocido el derecho a la asistencia jurídica gratuita. 

 

Así por esta sentencia, lo pronuncio, mando y firmo. 
 

 

 

 

 

 

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha sido dictada solo podrá llevarse a cabo previa disociación de 
los datos de carácter personal que el mismo contuviera y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de las personas que requieran un 
especial deber de tutela o a la garantía del anonimato de las víctimas o perjudicados, cuando proceda. 
Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con fines contrarios a las leyes. 

 

 

PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia por el/la Sr./Sra. 

Magistrado(a) que la dictó, estando el/la mismo/a celebrando audiencia pública en el mismo día 

de la fecha, de lo que yo, la Letrada de la Administración de Justicia doy fe, en Vitoria-Gasteiz, a 

once de mayo de dos mil veintidós. 




